
El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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EJECUTIVO / SIMULACIÓN EN PAGARÉ / NIEGA COSA JUZGADA EN LETRAS DE CAMBIO / CONFIRMA - Sin embargo, en esa actuación, de acuerdo con la copia de la demanda que obra a folios 28 a 30 del cuaderno No. 1, pretendía el señor Carlos Alberto Arango Arias obtener el pago de la suma de $120.000.000, con sus intereses moratorios causados desde el 21 de febrero de 2015 y las costas del proceso. En este proceso se busca obtener el pago de sumas diferentes: $4.000.000, $11.000.000, $48.000.000 y $25.000.000.

En el primero, como fundamento de las pretensiones se expresó que la señora Gloria Yaneth Cifuentes Domínguez, el 10 de enero de 2014, suscribió un pagaré por la suma de $120.000.000, “representados en las FACTURAS DE VENTA”, a favor del demandante, para ser cancelado el 20 de febrero de 2015. En este, se dijo que la demandada aceptó cuatro   letras de cambio, a la orden del mismo señor, por valores de $4.000.000, $11.000.000, $25.000.000 y $48.000.000, con sus intereses de plazo y moratorios, las que no han sido canceladas y de las que se desprende la existencia de una obligación clara, expresa y actualmente exigible.

Es claro entonces que no se produjo en este caso la cosa juzgada alegada por la parte accionada, pues en cada uno de los procesos que se comparan se pretende cosa diferente y son también distintos, por obvias razones, los hechos en que se sustentan. En consecuencia, aunque por los argumentos que aquí se analizan, se confirmará la decisión de primera sede, que declaró no probada tal excepción.

A pesar de nombre que se dio a la excepción, como ya se indicara, considera el apoderado de la demandada que se configuró la cosa juzgada porque en el referido proceso sirvió de título ejecutivo un pagaré por $120.000.000 y en el interrogatorio absuelto en el curso de esa actuación, el demandante dijo que ese documento recoge varias letras que había aceptado y que suman ese valor o más, una por $48.000.000 por la negociación del 50% del gimnasio Pilates; la otra por $25.000.000 corresponde a maquinaria del mismo establecimiento, e indicó que en ese proceso se aceptó como excepción la de inexistencia del negocio jurídico que dio lugar al título valor. Y está inconforme con la sentencia que se revisa porque no se apreciaron esas manifestaciones.

A esta actuación se incorporó copia de aquel proceso, en un disco compacto que obra a folio 26 del cuaderno principal, en el que reposa el interrogatorio de parte que absolvió el demandante, acto en el que dio cuenta  de una serie de negocios que tuvo con la también ahora demandada, relacionados con unos gimnasios y otros préstamos y específicamente, en relación con la letra que por $120.000.000 se cobraba en ese asunto, dijo que se creó para reunir todas las deudas que con él tenía la demandada; que las letras que esta había aceptado quedaron en su poder porque fueron hechos de mucha confianza, ni ella las exigió, ni él lo considero necesario, pero que daba gracias a Dios porque la  citada señora estaba obrando de mala fe y quería desconocer lo que realmente debe; agregó que de no tenerlos en su poder estaría con las manos vacías.

En la sentencia que definió ese litigio, concluyó la funcionaria que de él conoció, que era simulada la letra de cambio que por $120.000.000 se aportó como título ejecutivo, pues se suscribió con la finalidad de evitar un embargo sobre un bien de la supuesta deudora, lo que no pudo lograrse porque el predio ya se encontraba afectado con tal medida, por orden del Juzgado Cuarto de Familia, aunque luego dice que se la medida efectivamente decretada fue la inscripción de una demanda. También explicó que en la demanda se hizo referencia a que la letra de cambio que se pretendía cobrar tuvo su origen en unas facturas, las que no se aportaron al proceso por el demandante y que si existe alguna deuda a cargo de la demandada, no proviene de los hechos relatados en la demanda, sino de actuaciones distintas.

Así las cosas, aunque el demandante, en el interrogatorio absuelto en el proceso ejecutivo que cursó en el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, contra la aquí también demandada, afirmó que la letra por $120.000.000 se suscribió para que una sola quedaran incluidas todas las obligaciones que con él tenía la demandada, en la sentencia que definió el litigio otra cosa concluyó la funcionaria que conoció del asunto, se reitera, que era simulado ese título valor, creado para evitar un embargo que se le haría a la demandada en un proceso de familia, lo que en últimas no se logró. Esa providencia adquirió firmeza porque no fue recurrida.

Siendo así las cosas, no puede entonces predicarse de ese título valor el ser simulado en el referido proceso ejecutivo en el que así se le consideró, con fundamento en que se suscribió para tratar de evitar el embargo de un bien de la demandada en proceso de familia y que dio lugar a que se declarara probada la excepción de inexistencia del negocio jurídico que propuso la misma señora, mediante sentencia que se encuentra ejecutoriada; y el ser real, en este asunto, como lo pretende ella misma, para estimar que lo aceptó para garantizar dos de las obligaciones que aquí se cobran, concretamente las representadas en las letras de cambio por $25.000.000 y $48.000.000.

Respecto de estas, predica el impugnante que también se suscribieron de manera ficta, para evitar el embargo de un inmueble a la demandada y que con posterioridad se recogieron en el pagaré por $120.000.000 que se trató de hacer efectivo en el otro proceso ejecutivo, pero tales hechos están huérfanos de prueba en el plenario y contrario a lo que dijo el apoderado de la recurrente al formular sus alegatos en esta sede,  hecho como ese no lo aceptó el actor en el interrogatorio que absolvió en el Juzgado Segundo Civil del Circuito, en el que hizo mención a distintos negocios que celebró con la demandada y que dieron origen a todos los títulos valores que en esta providencia se mencionan, sin que en parte alguna hubiese aceptado que alguno fuera mera apariencia. Esto último fue decisión de la funcionaria que conoció del proceso en la sentencia que definió el litigio, con fundamento en la excepción de inexistencia del negocio jurídico que encontró probada, por simulación en la creación del pagaré por $120.000.000 que constituía el título de esa ejecución. 

Pero es que además, el pagaré por $120.000.000, respecto del cual se decidió que era ficto, fue suscrito el 10 de enero de 2014, como lo acredita la copia de ese documento que obra a folio 32 del cuaderno No. 1, mientras que las letras de cambio que por las sumas de $25.000.000 y $48.000.000 se cobran en esta ejecución y que obran a folio 3 del mismo cuaderno, lo fueron, en su orden, el 13 de agosto de 2014 y el 12 de septiembre del mismo año, es decir, con posterioridad al primero de tales títulos valores, de manera que no hay siquiera cómo decir que fueron recogidas en ese pagaré, para usar el mismo término del recurrente.
(…)
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HECHOS: la demandada aceptó cuatro letras de cambio por valores de $4.000.000; $11.000.000, $48.000.000 y $25.000.000 y se comprometió a pagar intereses de plazo y de mora; ese plazo venció, sin que el pago se hubiera producido y de esos documentos se desprende la existencia de obligaciones claras, expresas y actualmente exigibles.
PRETENSIONES: Se libre orden de pago en favor del demandante y a cargo de la demandada por las sumas indicadas, los intereses al plazo al 2% mensual y por los de mora a la tasa máxima autorizada. 

MANDAMIENTO DE PAGO: Se libró el 23 de mayo de 2016, en la forma solicitada por capital e intereses de plazo; por los de mora, a la tasa del 2.16% sobre el primero de los capitales atrás mencionados y por el 2.26% sobre los demás.
PRONUNCIAMIENTO DE LA PARTE DEMANDADA: Por medio de su apoderada se pronunció sobre los hechos de la demanda.  Alegó que las partes crearon las letras de cambio por las que se le ejecuta, pero que no hubo movimiento de dineros, no estaban destinadas a circular, ni a ser cobradas, asunto sobre el cual ya se pronunció el Juzgado 2º Civil del Circuito de Pereira, en proceso 2015-110, en fallo del 2 de mayo de 2016, que no fue recurrido y se encuentra en firme. Propuso como excepciones de fondo las de cosa juzgada, abuso del derecho a litigar, regulación y pérdida de intereses, inexistencia del negocio jurídico, excepciones personales entre quienes suscribieron el título y hoy son partes, cobro de lo no debido-liquidación sociedad de hecho; lleno de espacios en blanco sin autorización para hacerlo y mala fe procesal.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se dictó el 28 de febrero de 2017. En ella se declararon no probadas las excepciones propuestas; se ordenó seguir adelante la ejecución; se decretó el remate de los bienes que se lleguen a embargar y secuestrar y se condenó en costas a la demandada. Para decidir así, consideró que no se habían demostrado las excepciones propuestas.
APELACIÓN: El apoderado de la demandante, inconforme con el fallo lo impugnó. Los reparos se mencionan en el fallo. 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA: 
Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado judicial de la parte demandada, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 28 de febrero de 2017, en el proceso ejecutivo que el señor Carlos Roberto Arango Arias inició frente a la señora Gloria Yaneth Cifuentes Domínguez.

CONSIDERACIONES
1. Los presupuestos procesales concurren todos y no se advierte irregularidad alguna que haga írrito lo actuado.  

2. De acuerdo con los precisos límites que impone a este tribunal el artículo 328 del CGP, corresponde a esta Sala decidir, si como lo alega el recurrente, ha debido el juzgado de primera sede declarar probada la excepción de cosa juzgada respecto de las letras de cambio que por valores de $25.000.000 y $48.000.000 se cobran en esta ejecución; o si por el contrario, debe la Sala confirmar la providencia impugnada.
3. Como fundamento de esa excepción expresó la demandada que sobre las sumas adeudadas, entre las mismas partes, y por la misma causa, se dictó sentencia el 2 de mayo de 2016, con fuerza de cosa juzgada, por el Juzgado  Segundo Civil del Circuito, en el proceso con radicación 2015-110 y en la que resultó absuelta. Explicó que en ese proceso sirvió de título ejecutivo un pagaré por $120.000.000 y en el interrogatorio absuelto, el demandado dijo que ese documento recoge varias letras que había aceptado y que suman ese valor o más, una por $48.000.000 por la negociación del 50% del gimnasio Pilates; la otra por $25.000.000 corresponde a maquinaria del mismo establecimiento. Indicó que en esa actuación se aceptó como excepción la de inexistencia del negocio jurídico que dio lugar al título valor
4. La funcionaria de primera instancia consideró que tal excepción no estaba llamada a prosperar porque el pagaré referido, para el despacho, sí fue suscrito en enero de 2014, a pesar de que fue presentado en Notaría, por la demandada, en marzo 5 de 2015, y se comprometió a cancelarlo en febrero de este último año, y si aquel título valor se firmó para recoger las letras de cambio que se debían hasta el primer mes citado, se debieron entregar estos títulos valores. 

5. Al sustentar los reparos alegó el apoderado del demandado que el juzgado de primera sede  no apreció el contenido de la audiencia que se practicó en el proceso ejecutivo que se tramitó entre las mismas partes, con fundamento en un pagaré aceptado por la demandada, a favor del demandante, por la suma de $120.000.000.

Y en eso tiene razón, pues ni esa, ni alguna otra prueba valoró la funcionaria de primera instancia para adoptar la decisión de declarar no probada la excepción de cosa juzgada; tampoco las de abuso del derecho a litigar, inexistencia del negocio jurídico, excepciones personales entre quienes suscribieron el título, cobro de lo no debido y mala fe procesal, que como se infiere de los reparos que se hicieron al fallo en primera instancia y de la sustentación que hizo en esta sede, considera el apoderado de la demandada estaban llamadas a prosperar porque se unificaron varias letras de cambio, entre ellas las que por $25.000.000 y $48.000.000 se cobran por medio de esta ejecución, en un pagaré por $120.000.000, tal como lo aceptó el demandante en el interrogatorio que absolvió en el proceso en el que intentó cobrar esa última suma y en el que se dictó sentencia que declaró probada la de inexistencia del negocio jurídico que diera lugar al título valor, la que se encuentra ejecutoriada porque no fue recurrida. 
Para suplir esa omisión, se valorarán las pruebas con las que la demandada pretendió probar la excepción de cosa juzgada, pero inicialmente se empezará por analizar la figura de la cosa juzgada.
6. El artículo 303 del Código General del Proceso, dice en lo pertinente: “La sentencia ejecutoriada proferida en proceso contencioso tiene fuerza de cosa juzgada siempre que el nuevo proceso verse sobre el mismo objeto, se funde en la misma causa que el anterior y entre ambos procesos haya identidad jurídica de partes…” Lo mismo decía el inciso 1º del artículo 332 del Código de Procedimiento Civil.

Respecto de esta última disposición, ha dicho la Corte Suprema de Justicia:             

“5.2 A propósito de esta última, surge el instituto de la cosa juzgada, cualidad inherente a los fallos ejecutoriados por la cual resultan inmutables, inimpugnables y obligatorios, de suerte que en los asuntos sobre los que ellos deciden no puedan volver a debatirse en el futuro, ni dentro del mismo proceso, ni dentro de otro diferente cuando quiera que aparezcan la mismas partes, causa y objeto...
5.4 Tres son los elementos que deben coincidir para que se estructure la institución de la cosa juzgada; esa triple identidad está dada por el objeto, la causa y los sujetos.
La identidad de objeto implica que el escrito verse sobre la misma pretensión material o inmaterial de la cual ella se predica; y se presenta cuando, en relación a lo reclamado existe un derecho reconocido, declarado o modificado respecto de una o varias cosas dentro de una relación jurídica. La identidad de causa (eadem causa petendi), alude a que la demanda y la decisión que hizo tránsito a cosa juzgada tengan los mismos fundamentos o hechos como sustento. A su turno, la identidad de partes presupone que al juicio concurran los mismos sujetos intervinientes o sus causahabientes o cesionarios que resultaron vinculados y obligados por la decisión que se tome…”

7. En el caso bajo estudio están ausentes los dos primeros de tales presupuestos, los de identidad de objeto y de causa. En efecto, considera la ejecutada que se produjo la cosa juzgada, con motivo de la decisión adoptada en el proceso que se tramitó entre las mismas partes, en el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira y que terminó con sentencia de primera instancia proferida el 3 de mayo de 2016. 
Sin embargo, en esa actuación, de acuerdo con la copia de la demanda que obra a folios 28 a 30 del cuaderno No. 1, pretendía el señor Carlos Alberto Arango Arias obtener el pago de la suma de $120.000.000, con sus intereses moratorios causados desde el 21 de febrero de 2015 y las costas del proceso. En este proceso se busca obtener el pago de sumas diferentes: $4.000.000, $11.000.000, $48.000.000 y $25.000.000.

En el primero, como fundamento de las pretensiones se expresó que la señora Gloria Yaneth Cifuentes Domínguez, el 10 de enero de 2014, suscribió un pagaré por la suma de $120.000.000, “representados en las FACTURAS DE VENTA”, a favor del demandante, para ser cancelado el 20 de febrero de 2015. En este, se dijo que la demandada aceptó cuatro   letras de cambio, a la orden del mismo señor, por valores de $4.000.000, $11.000.000, $25.000.000 y $48.000.000, con sus intereses de plazo y moratorios, las que no han sido canceladas y de las que se desprende la existencia de una obligación clara, expresa y actualmente exigible.
Es claro entonces que no se produjo en este caso la cosa juzgada alegada por la parte accionada, pues en cada uno de los procesos que se comparan se pretende cosa diferente y son también distintos, por obvias razones, los hechos en que se sustentan. En consecuencia, aunque por los argumentos que aquí se analizan, se confirmará la decisión de primera sede, que declaró no probada tal excepción.
8. A pesar de nombre que se dio a la excepción, como ya se indicara, considera el apoderado de la demandada que se configuró la cosa juzgada porque en el referido proceso sirvió de título ejecutivo un pagaré por $120.000.000 y en el interrogatorio absuelto en el curso de esa actuación, el demandante dijo que ese documento recoge varias letras que había aceptado y que suman ese valor o más, una por $48.000.000 por la negociación del 50% del gimnasio Pilates; la otra por $25.000.000 corresponde a maquinaria del mismo establecimiento, e indicó que en ese proceso se aceptó como excepción la de inexistencia del negocio jurídico que dio lugar al título valor. Y está inconforme con la sentencia que se revisa porque no se apreciaron esas manifestaciones.
A esta actuación se incorporó copia de aquel proceso, en un disco compacto que obra a folio 26 del cuaderno principal, en el que reposa el interrogatorio de parte que absolvió el demandante, acto en el que dio cuenta  de una serie de negocios que tuvo con la también ahora demandada, relacionados con unos gimnasios y otros préstamos y específicamente, en relación con la letra que por $120.000.000 se cobraba en ese asunto, dijo que se creó para reunir todas las deudas que con él tenía la demandada; que las letras que esta había aceptado quedaron en su poder porque fueron hechos de mucha confianza, ni ella las exigió, ni él lo considero necesario, pero que daba gracias a Dios porque la  citada señora estaba obrando de mala fe y quería desconocer lo que realmente debe; agregó que de no tenerlos en su poder estaría con las manos vacías.
En la sentencia que definió ese litigio, concluyó la funcionaria que de él conoció, que era simulada la letra de cambio que por $120.000.000 se aportó como título ejecutivo, pues se suscribió con la finalidad de evitar un embargo sobre un bien de la supuesta deudora, lo que no pudo lograrse porque el predio ya se encontraba afectado con tal medida, por orden del Juzgado Cuarto de Familia, aunque luego dice que se la medida efectivamente decretada fue la inscripción de una demanda. También explicó que en la demanda se hizo referencia a que la letra de cambio que se pretendía cobrar tuvo su origen en unas facturas, las que no se aportaron al proceso por el demandante y que si existe alguna deuda a cargo de la demandada, no proviene de los hechos relatados en la demanda, sino de actuaciones distintas.
Así las cosas, aunque el demandante, en el interrogatorio absuelto en el proceso ejecutivo que cursó en el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, contra la aquí también demandada, afirmó que la letra por $120.000.000 se suscribió para que una sola quedaran incluidas todas las obligaciones que con él tenía la demandada, en la sentencia que definió el litigio otra cosa concluyó la funcionaria que conoció del asunto, se reitera, que era simulado ese título valor, creado para evitar un embargo que se le haría a la demandada en un proceso de familia, lo que en últimas no se logró. Esa providencia adquirió firmeza porque no fue recurrida.

Siendo así las cosas, no puede entonces predicarse de ese título valor el ser simulado en el referido proceso ejecutivo en el que así se le consideró, con fundamento en que se suscribió para tratar de evitar el embargo de un bien de la demandada en proceso de familia y que dio lugar a que se declarara probada la excepción de inexistencia del negocio jurídico que propuso la misma señora, mediante sentencia que se encuentra ejecutoriada; y el ser real, en este asunto, como lo pretende ella misma, para estimar que lo aceptó para garantizar dos de las obligaciones que aquí se cobran, concretamente las representadas en las letras de cambio por $25.000.000 y $48.000.000.
Respecto de estas, predica el impugnante que también se suscribieron de manera ficta, para evitar el embargo de un inmueble a la demandada y que con posterioridad se recogieron en el pagaré por $120.000.000 que se trató de hacer efectivo en el otro proceso ejecutivo, pero tales hechos están huérfanos de prueba en el plenario y contrario a lo que dijo el apoderado de la recurrente al formular sus alegatos en esta sede,  hecho como ese no lo aceptó el actor en el interrogatorio que absolvió en el Juzgado Segundo Civil del Circuito, en el que hizo mención a distintos negocios que celebró con la demandada y que dieron origen a todos los títulos valores que en esta providencia se mencionan, sin que en parte alguna hubiese aceptado que alguno fuera mera apariencia. Esto último fue decisión de la funcionaria que conoció del proceso en la sentencia que definió el litigio, con fundamento en la excepción de inexistencia del negocio jurídico que encontró probada, por simulación en la creación del pagaré por $120.000.000 que constituía el título de esa ejecución. 
Pero es que además, el pagaré por $120.000.000, respecto del cual se decidió que era ficto, fue suscrito el 10 de enero de 2014, como lo acredita la copia de ese documento que obra a folio 32 del cuaderno No. 1, mientras que las letras de cambio que por las sumas de $25.000.000 y $48.000.000 se cobran en esta ejecución y que obran a folio 3 del mismo cuaderno, lo fueron, en su orden, el 13 de agosto de 2014 y el 12 de septiembre del mismo año, es decir, con posterioridad al primero de tales títulos valores, de manera que no hay siquiera cómo decir que fueron recogidas en ese pagaré, para usar el mismo término del recurrente.

De acuerdo con lo expuesto y como la Sala no comparte los argumentos del profesional que representa a la parte demandada, se confirmará el fallo que se revisa y se le condenara a pagar las costas causadas en esta instancia, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley
F A L L A:

Continuación sentencia proceso ejecutivo 2016-00206

1º. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 28 de febrero de 2017, en el proceso ejecutivo que el señor Carlos Roberto Arango Arias inició frente a la señora Gloria Yaneth Cifuentes Domínguez.
2º Se condena a la parte demandada a pagar las costas causadas en esta instancia favor del demandante, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso, por el juzgado de primer nivel, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Sala de Casación Civil, sentencia SC6267-2016 del 16 de mayo de 2016, MP. Dra. Margarita Cabello Blanco.
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